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Los municipios cualquiera que sea su extensión y densidad demográfica, tienen la obligación de organizar y facilitar la convivencia de los ciudadanos en los espacios públicos que comparten. Desde el pueblo más pequeño hasta las más grandes ciudades, el papel principal de los gobiernos municipales es conseguir mejores condiciones para la convivencia en esos espacios: desde la prestación de servicios públicos, hasta la regulación de la vida en común, pasando por la seguridad pública, el equipamiento urbano, la planeación del desarrollo urbano, el cuidado del medio ambiente, etc. En otras palabras, todos los gobiernos municipales (hacen, o al menos deben hacer) lo mismo: buscar que nuestra vecindad y nuestros vecindarios sean mejores.

Desde finales de los años ochenta, de acuerdo a las condiciones socioeconómicas y a la capacidad administrativa y financiera de los municipios, se ha añadido otro propósito: el fomento de las culturas y las artes. Las medidas que se desdoblan para conseguir este propósito implican no sólo promover la reafirmación de sentimientos de pertenencia e identidad, sino también mejorar la calidad de vida de los ciudadanos del municipio.


La importancia de los municipios en el fomento a las culturas y las artes fue resultado de un cambio de fondo en la gestión de los programas culturales a nivel federal. En 1989, con la instalación de los primeros mecanismos de financiamiento para las actividades culturales de procedencia distinta a la federación, el sector cultural dio cabida a nuevos actores gubernamentales (estados y municipios), sociales (sociedad civil y  artistas independientes) y privados. Desde entonces, la descentralización y la cooperación intergubernamental han sido principios para la gestión de los programas culturales, y temas recurrentes en el despliegue de las políticas culturales en el país.

Este cambio en la gestión de los programas culturales refleja el tránsito de un paradigma a otro en la administración y difusión de las culturas y las artes en México: de la democratización de la cultura a la democracia cultural. Se trata de dos términos que se asemejan fonéticamente, pero que implican un vuelco completo en la concepción de las cuestiones culturales en la medida en que la democratización de la cultura es un objetivo que antecede al de la democracia para la cultura. 

La democratización se relaciona con la intención de hacer llegar la cultura a un número cada vez mayor de personas; de ponerlas en contacto con la realidad cultural en la que se encuentran inmersas y que constituye su “patrimonio”. Por ello, las políticas de esta faceta suelen adoptar una forma expansionista y patrimonialista, y suelen valerse de estrategias apoyadas en la gratuidad para el acceso afectivo de la población a la cultura y las artes. La democracia cultural en cambio, se refiere a la devolución de las potestades gubernamentales que, en materia cultural, pertenecen originalmente a la sociedad. 

Así, en el primer caso se trata de poner al alcance de las mayorías los bienes y servicios culturales, mejorar el acceso a la cultura, y descentralizar la actividad cultural bajo un esquema básicamente de distribución. En el segundo caso, se trata de la participación directa de la sociedad en la vida cultural, de su incorporación activa en los procesos de creación y la gestión de los programas; del reconocimiento, respeto y estímulo a la cultura que se generan en las comunidades. Es decir, no sólo se buscan popularizarla, sino apoyar el desarrollo cultural endógeno.  Para ejemplificar, vale la pena recordar las palabras de Martín Reyes Vayssade, secretario de cultura (antes de la creación del CONACULTA): 
“Deberemos continuar editando y distribuyendo libros y abriendo bibliotecas, pero el fin último es arraigar el hábito de la lectura; seguiremos presentando conciertos y otros eventos artísticos, pero el desarrollo cultural verdadero se debe medir por la incorporación a la práctica musical y artística de mayores núcleos de población; debemos continuar creando museos, sobre todo a nivel regional, pero necesitamos que tenga gran animación y vida como espacios de cultura y, sobre todo, necesitamos incorporar a la colectividad en las tareas de defensa y rescate de nuestro patrimonio histórico y artístico. En otras palabras, desarrollar la democracia cultural significa desburocratizar la cultura, despojarla de todo paternalismo estatal y, en cambio, enfocar la acción cultural del Estado hacia la dinámica social, hacia la vida misma de las comunidades a nivel regional, estatal, municipal, e incluso de barrio.”

Ambos términos se recuperaron en el gobierno de Miguel de la Madrid en la segunda reunión nacional de evaluación del subsector cultura llevada a cabo en Puebla en 1987 y su fuente se rastrea en la décimo novena reunión de la Conferencia General de la UNESCO en Nairobi en 1976, según la cual “sin participación, el mero acceso a la cultura está necesariamente por debajo de los objetivos del desarrollo cultural”.


Cabe mencionar, que la aparición de la noción de democracia cultural en el discurso gubernamental fue el hilo conductor que permitió transportar las ideas tecnocráticas de corte liberal de los años ochentas al terreno de la cultura. Es el puente que conectaría democracia con “participación”, “desarrollo cultural endógeno”, “modernidad”, eficiencia”, “productividad”, “descentralización” y otros términos cuya derivación no resultaba tan inmediata para un sector como el de la cultura.

Sin embargo, el cambio en la política de fomento y difusión de la cultura y las artes, abanderado con la creación del CONACULTA, se había anunciado con mucha anterioridad a los años ochenta. De hecho, el surgimiento del nuevo paradigma de la democracia cultural no fue consecuencia de aquellas ideas que justificaron políticas de ajuste y cambios en el modelo económico que propiciaron el adelgazamiento del Estado en los sexenios de Miguel de la Madrid, Carlos Salinas y Ernesto Zedillo.

 Al rastrear las bases ideológicas de la intervención gubernamental en la materia, se descubre un temprano entendimiento de la cultura como fuerza creativa de la sociedad que, en esta medida, es espontánea y cotidiana. Don Justo Sierra fue explícito: la cultura idealmente debe dejarse en manos de la sociedad misma; pero, mientras no se generalice el público que pueda sustentarla, el Estado mexicano deberá difundirla y fomentarla. 

Fue así que se justificó e intensificó, desde el seno del antiguo régimen, primero, una visión nacional de los asuntos culturales que privilegió a la Federación por encima de otros actores gubernamentales en la gestión pública. Al igual que en otros ámbitos del quehacer público, la gestión de la cultura se vertebró mediante una agenda federal, nacional, más que por asuntos y prioridades locales y municipales. 

Segundo, se justificó una gestión central, directa y discrecional. Esto garantizó un control superior donde la Federación asumió que los mercados culturales en México eran incipientes y que no suministraban suficiente información al ciudadano, quien podría quedarse al margen del disfrute de su patrimonio- si no interviene el Estado en su salvaguardia y difusión. Los gobiernos posrevolucionarios se apoyaron en el conocimiento de la excepcionalidad del ámbito de la cultura en donde la oferta genera la demanda, pero donde nunca se demuestra la existencia de un punto de oferta óptimo por los efectos irregulares y exponenciales sobre la demanda.
 Estos gobiernos se aprovecharon de esta característica para justificar y prolongar la vida del paradigma de democratización de la cultura.

La expansión de los organismos culturales y su diversificación administrativa; la conformación de los primeros públicos culturales; la  diversificación de las tendencias artísticas; la aparición de organismos internacionales en materia cultural y el surgimiento de la dimensión cultural del desarrollo; el redimensionamiento histórico de los bienes y servicios culturales, que ya se conciben como elementos activos de las economías nacionales; el cambio generacional; el desapego de as cases medias y universitarias del nacionalismo como facilitador de la búsqueda de la identidad mexicana; en fin, el agotamiento ideológico de la Revolución, fueron los elementos que dieron contenido y color al vaticinio de Sierra. Así, se estableció la necesidad de transitar de una gestión pública monolítica, directa, a otra diferenciada por campo y subcampo administrativo, descentralizada, cooperativa, intergubernamental e inter organizacional, personalizada por su medio de intervención y de acuerdo a sus funciones y públicos específico.

El Programa de Apoyo a las Culturas Municipales y Comunitarias (PACMYC) y el Programa de Desarrollo Cultural Municipal (PDCM) han sido experiencias de descentralización que ejemplifican ese tránsito de paradigma en la gestión de la cultura: de una acción gubernamental, enfocada a satisfacer puntualmente necesidades y demandas sociales, mediante una gestión tradicional central, directa y discrecional para crear una red de infraestructura cultural y para crear públicos culturales, a una donde la participación ha adquirido una importancia central para promover la incidencia directa de la sociedad en la vida cultural del país. 

Son programas sustantivos que han puesto énfasis en el papel del Estado como promotor cultural. Sus estrategias son esencialmente de operación descentralizada a través de las Comisiones de Planeación  y Apoyo a la Creación Popular en cada entidad federativa, en el caso del PACMYC, y de los Consejos Ciudadanos Municipales en cada municipio, de las Comisiones Estatales de Consejos Ciudadanos en cada entidad federativa, en el caso del PDCM. Las Comisiones y los Consejos son espacios de reflexión sobre las culturas y las artes, contribuyen a la articulación de los esfuerzos de los tres niveles de gobierno, de la sociedad e iniciativa privada a favor del desarrollo cultural. Encausan la participación organizada de los ciudadanos de los municipios en la promoción y la difusión de la cultura asesorándolos para que puedan identificar del mejor modo sus prioridades culturales locales.

Ambos programas se apoyan en el financiamiento directo a proyectos emanados de creadores y grupos de la sociedad civil con recursos provenientes de la Federación (CONACULTA-FONCA a través de la Dirección General de Vinculación Cultural), estados, municipios y, en algunos caso, de la iniciativa privada. Además, al firmarse convenios entre la Federación y los estados se ha brindado mayor certidumbre a la promoción y difusión de las culturas y las artes.

Asumen que los creadores y las comunidades son los sujetos del desarrollo de la cultura propia. Se trata de una premisa importante si se recuerda que, de acuerdo con la misión y la estrategia educativa posrevolucionaria  que pretendía unificar ideológicamente a la nación, llevar la cultura al pueblo e integrar a todos los mexicanos al proyecto nacional resultaba una línea básica de la política cultural. De acuerdo con el PCDM, las iniciativas han de corresponder a los valores producidos por los mismos habitantes de los municipios, y tienen que ser ejecutados por los miembros de la comunidad que están en relación directa con dicho valor.

Ambos programas constituyen así una forma de alentar la democracia para la cultura entre sus creadores, gestores y comunidades, pero evidentemente también representa una forma de democratizar y ampliar el acceso y la participación de los grupos culturales a los servicios que ofrecen  los programas y a los bienes desarrollados a partir de sus iniciativas. De este modo, estos programas expresan la cohabitación entre algunos de los rasgos esenciales del paradigma tradicional de democratización y el nuevo paradigma de democracia cultural en los municipios.

La creación del CONACULTA, por medio de estos Programas, no ha sido el inicio, sino la continuación y acentuación del tránsito entre paradigmas de la administración cultural en los municipios. Sin embargo, queda camino por delante en el perfeccionamiento del tránsito conceptual y operativo entre democratización y democracia para la cultura. Por ello se propone:
· Pensar en estrategias que busquen la incorporación activa de la sociedad en los procesos de creación y gestión de las políticas y programas culturales. Se recomienda por un lado, enfocar la acción cultural hacia la participación social a nivel local, inclusive al barrio, lugares donde es más fácil identificar las necesidades culturales existentes. Por otro lado, se sugiere el diseño de estrategias y criterios diferenciadas y no homogéneas, ya que las diferencias demográficas y económicas de los municipios del país son sumamente grandes.
· Un mejor estudio de los públicos culturales, no sólo para dar cuenta de qué tan rezagados se encuentran respecto a otras áreas, sino para promover u estudio, desglose; medir en lo posible su eficacia e impacto social, y entender, al fin, su contribución al desarrollo contemporáneo de México. El análisis de los públicos culturales no ha logrado despegar y permanece anclado como tema pendiente en la agenda pública nacional. Estos estudios podrían contribuir al desarrollo de estrategias concretas, dentro de los programas reseñados, para crear públicos, ampliar y afianzar los ya existentes, para fortalecer, en última instancia, la participación ciudadana en las culturas y las artes en los estados y municipios
· Se sugiere que los estados y municipios aprovechen, vinculen e incorporen a sus políticas culturales el impulso y las expectativas creadas en la sociedad por la puesta en marcha de proyectos culturales auspiciados por los programas sustantivos reseñados. Esto contribuiría también a la creación y afianzamiento de públicos culturales en los estados y municipios, y por tanto, a una mayor receptividad de las medidas contenidas en las políticas culturales formuladas por los estados. 
· En el caso del PDCM:
· Aumentar el presupuesto federal para aprovechar el gran interés y disposición de gobiernos estatales y municipales para elevar el monto de sus participaciones en la formación de los fondos creados en cada estado para financiar los proyectos culturales ciudadanos. La búsqueda de fuentes de financiamiento provenientes de la iniciativa privada sería altamente deseable.
· Aprovechar la experiencia del PACMYC en la construcción de un sistema computarizado que mecanice el diagnóstico aplicado a los proyecto concursantes y aprobados, y el registro de una base de datos sobre los perfiles estatal y nacional de la demanda cultural. Los datos disponibles sobre las acciones y beneficios del programa se encuentran fraccionados y dispersos. La sistematización de esta información podría contribuir al desarrollo de estrategias con visión a mediano y largo plazo.
· El uso de nuevas tecnologías resultaría fundamental para consulta y asesoría en línea entre los actores involucrados en el programa. Permitiría ahorrar recursos y tiempo para la toma de decisiones y en los procedimientos administrativos del programa.
· Diseñar estrategias para la comercialización de los productos resultantes de los proyectos apoyados y recuperar recursos para reinvertirlos al programa.
· Insistir en que el Programa es una estrategia horizontal en donde los tres niveles de gobierno y sociedad civil tienen el mismo peso. Si bien los municipios se rigen por normas emitidas por los poderes legislativos y su actuación está determinada por la forma en que actúan los gobiernos de los estados y el gobierno federal, los Ayuntamientos no son un gobierno “auxiliar”. Visiones de este tipo difícilmente ayudan a favorecer el papel de los municipios como responsables de la calidad de la convivencia en los pueblos y ciudades del país.
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	� A partir de los estudios de Amartya Sen, la ONU promovió desde mediados de los noventa la adopción de la noción de “desarrollo humano “ y “calidad de vida” en el diseño y ejecución de las políticas sociales en los países en vías de desarrollo. Se dice que el desarrollo humano es un concepto integral, según el cual el desarrollo económico es apenas uno de sus componentes y que el verdadero desarrollo está dirigido a la realización de la persona (véase su capítulo “teoría del desarrollo a principios del Siglo XXI”, en L. Emmerij y J. Núñez (comps.), El desarrollo económico y social en los umbrales del siglo XXI, Washington, D.C., BID, 1997.
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